Contragarantía a cargo de FOGAFIN para respaldar caución del guardador que carezca de capacidad económica, no desconoce el principio de unidad de materia. Existencia de cosa juzgada parcial
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1.           Norma acusada
LEY 1306 DE 2009
(Junio 5)
Por la cual se dictan normas para la Protección de Personas con Discapacidad Mental y se establece el Régimen de la Representación Legal de Incapaces Emancipados
 
ARTÍCULO 82. GARANTÍAS. Quien deba ejercer el cargo de guardador deberá otorgar una caución para responder ante el pupilo por sus actuaciones.
Dicha garantía consistirá en una póliza de seguros o bancaria hasta por la cuantía que determine el Juez. En defecto de esta póliza se podrá aceptar hipoteca o prenda sin tenencia del acreedor sobre bienes cuyo valor sea igual o superior al monto fijado por el Juez.
Cuando un guardador no tenga capacidad económica para otorgar las contragarantías exigidas por la entidad fiadora, ni inmuebles para hipotecar el Juez, con conocimiento de causa, podrá relevarlo del cargo, pero si considera conveniente para el pupilo que el guardador asuma, el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras avalará al obligado, directamente o ante la entidad fiadora.
 
2.         Decisión
Primero.- ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-438 de 2011, que declaró exequible por el cargo analizado,  la expresión “el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras avalará al obligado, directamente o ante la entidad fiadora”, contenida en el inciso tercero del artículo 82 de la Ley 1306 de 2009. 
 
Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el inciso tercero del artículo 82 de la Ley 1306 de 2009, por el cargo analizado en la presente sentencia. 
 
3.        Fundamentos de la decisión
En primer lugar, la Corte constató la existencia de cosa juzgada parcial sobre la parte final del inciso tercero del artículo 82 de la Ley 1306 de 2009, toda vez que mediante la Sentencia C-438 de 2011, se pronunció sobre uno de los cargos de inconstitucionalidad planteados en la presente demanda, concerniente a la inclusión de dicha disposición en una ley marco, según lo previsto en el numeral 19 del artículo 150 de la Constitución. Por tal motivo, no hay lugar a un nuevo pronunciamiento y ha de estarse a lo decidido en esa providencia. 
 
De otra parte, la Corte encontró que la obligación establecida en el inciso tercero del artículo 82 de la Ley 1306 de 2009 a cargo de FOGAFIN,  tiene conexidad con el eje temático de la Ley 1306,  encaminada a establecer medidas de protección de las personas con discapacidad mental y un régimen de representación legal de los incapaces emancipados, en la medida que la guarda es precisamente un mecanismo de protección y representación de los menores de edad. En efecto, la designación por el juez de un guardador que carezca de capacidad económica para otorgar caución a través de una póliza, hipoteca o prenda, para responder ante el pupilo por sus actuaciones, no puede ser óbice para que se pueda mantener una medida que se considera la más conveniente para el menor de edad, de modo que el Estado asuma el otorgamiento de esa contragarantía en beneficio de los derechos e intereses del pupilo que se busca a través de la Ley 1306 de 2009. Por consiguiente, la expresión demandada del artículo 82 de esta ley, fue declarada exequible, frente al cargo examinado. 
 
3.        Salvamentos parciales de voto. Aclaración de voto
Los magistrados Mauricio González Cuervo y Humberto Antonio Sierra Porto, manifestaron su salvamento de voto parcial, por cuanto reiteraron su posición respecto de la naturaleza del requisito de unidad de materia de todo proyecto de ley exigido por el artículo 158 de la Constitución, cuya contravención constituye en su concepto, un vicio de forma y como tal,  sujeto al plazo de caducidad previsto en el artículo 242 de la Carta, para instaurar una acción pública de inconstitucionalidad basados en este cargo. Por tal motivo, al haberse instaurado la presente demanda cuando ya había transcurrido un año desde la publicación de la Ley 1306 de 2009, la Corte ha debido inhibirse de emitir un fallo de fondo por existir caducidad de la acción pública. 
En el mismo sentido, el magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub anunció la presentación de una aclaración de voto. 
